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I)   NOVEDADES NORMATIVAS.-

0.  Europa.-

· Directiva 2008/96/CE del Parlamento Europeo y del Consejo, de 19 de noviembre de 2008, sobre gestión de la seguridad de las infraestructuras viarias (DOUEL 29-XI-2008). 

· Decisión 2008/963/CE de la Comisión, de 9 de diciembre de 2008, por la que se modifican las listas de entidades adjudicadoras y de poderes adjudicadores que figuran en los anexos de las Directivas 2004/17/CE y 2004/18/CE del Parlamento Europeo y del Consejo sobre los procedimientos de adjudicación de contratos públicos  (DOUEL 24-XII-2008).

1.  Estado.-

· Resolución de 17 de febrero de 2009, de la Secretaría de Estado de Cooperación Territorial, por la que se determinan los requisitos de justificación de la obligación del pago efectivo de las obras financiadas con cargo al Fondo Estatal de Inversión Local, según lo dispuesto por el Real Decreto-ley 9/2008, de 28 de noviembre, por el que se crean un Fondo Estatal de Inversión Local y un Fondo Especial del Estado para la Dinamización de la Economía y el Empleo y se aprueban créditos extraordinarios para atender a su financiación   (BOE 19-II-2009). 

2.  Comunidades Autónomas.-

M)
Navarra
· Ley Foral 1/2009, de 19 de febrero, por la que se modifica el artículo 51 de la Ley Foral 6/2006, de Contratos Públicos de Navarra (BON 2-III-2009). 

II)   NOVEDADES JURISPRUDENCIALES.-

Los siguientes comentarios jurisprudenciales versan sobre Sentencias, que se han considerado de interés, dictadas por el TS, en el intervalo temporal de 1 de enero de 2009 (última fecha a la que hacia referencia el anterior informe)  a 31 de marzo de 2009 y por los  Tribunales Superiores de Justicia de las Comunidades Autónomas, éstas en el intervalo de 1 de diciembre de 2008 a 31 de marzo de 2009, recogidas en el repertorio de jurisprudencia de ARANZADI.

1.  Tribunal Supremo   (TS).-

· Sentencia de 5 de enero de 2009 (RJ/ 2009/94). Improcedencia de aplicación de la cláusula rebus sic stantibus. Resolución por incumplimiento del contratista


Dictada con motivo de recurso de casación contra Sentencia de la AN dictada desestimando recurso promovido por Telefónica Móviles España SA, contra Resolución de la Secretaria de Estado de Telecomunicaciones y para la Sociedad de la información por la que se autoriza la ejecución parcial de aval constituido por la actora por incumplimiento de compromisos relativos al establecimiento de la red de telecomunicaciones necesaria  para la explotación del servicio de radiocomunicaciones móviles terrestre en grupo cerrado de usuarios con tecnología digital.


La aprobación del pliego de bases para la concesión de la licencia es de 15 de abril de 1999, la orden de adjudicación de 28 de enero de 2000 y desde el 8 de febrero de 2001 la Administración ha dirigido requerimientos a la actora para que acreditase el cumplimiento de los compromisos adquiridos, habiendo presentado ésta con fecha 7 de marzo de 2002 solicitud de desistimiento por mutuo acuerdo de la licencia que fue denegada por resolución del Ministerio. La ejecución parcial del aval se acuerda con motivo del incumplimiento unilateral e injustificado de las obligaciones de inversión adquiridas por TME para el segundo año de vigencia, derivadas del pliego de cláusulas administrativas particulares.


La STS considera inaplicable el principio de derecho rebus sic stantibus como elemento de moderación y equilibrio de las obligaciones contractuales ante la aparición de determinadas circunstancias extraordinarias y sobrevenidas puesto que en el supuesto examinado el requisito de que existiera una alteración de las circunstancias absolutamente imprevisible respecto de las condiciones previstas en el momento de la presentación de la oferta de TME al concurso publico no concurre ya que el sistema TETRA se vio fuertemente erosionado por la tecnología GSM desde el año 1999, es decir con anterioridad a la licitación, según se desprende del dictamen pericial. Por ello no puede calificarse de imprevista e imprevisible dado que la tendencia sobre las expectativas de evolución del mercado vinculado a las redes TETRA se podía prever en el momento de otorgamiento de la licencia.


Por otra parte, la Sala efectúa una aplicación sumamente restrictiva del mencionado principio jurídico a los contratos públicos regidos por el principio de riesgo y ventura del contratista al resaltar que “ la cláusula rebus sic stantibus que tiene su fundamento en las doctrinas civilistas sobre el riesgo imprevisible, la ruptura del equilibrio contractual de la base del negocio, o la frustración o novación del contrato por causas que hagan imposible  o gravoso su cumplimiento por una de las partes, se aplica a aquellas relaciones negociales obligatorias, cuando se trata de contratos de tracto sucesivo o dependen de un hecho futuro, no resulta de aplicación en este supuesto en el que el operador se compromete a realizar por su cuenta y riesgo el objeto de la licencia C2, que tiene un plazo de duración de 20 años, con estricta sujeción a lo dispuesto en la ley y los pliegos debiendo prestar el servicio en el plazo y localidades indicadas en su oferta, para lo que asume obligaciones de desarrollo de la red proyectada”. 

· Sentencia de 11 de febrero de 2009, (JUR/ 2009/112205). La carga de la prueba de identidad del proyecto licitado con obras ya realizadas corresponde al recurrente


Dictada con motivo del recurso de casación interpuesto contra la STJ de Murcia desestimatoria de recurso contencioso administrativo contra Orden del Consejero de Obras Públicas, Vivienda y Transporte acordando el inicio del expediente de contratación de las obras de caminos de servicios complementarios de la Autovía del Noroeste, interpuesto por una UTE, concesionaria de la construcción, mantenimiento, explotación y conservación de dicha Autovía y de la construcción de accesos y enlaces.


La cuestión controvertida versa sobre la supuesta identidad del objeto de ambas licitaciones, de forma que la licitación recurrida pudiera contener caminos ya ejecutados por la concesionaria de la Autovía.


La Sentencia confirma la resolución de instancia, al considerar que la valoración de la prueba efectuada en éste no ha sido arbitraria, irracional o absurda. El TS entiende que el Proyecto de Obras aprobado el día 3 de mayo de 2002, base de la licitación recurrida, incluye todos los caminos de servicio complementarios de la Autovía del Noroeste que siendo necesarios para dar acceso a las fincas colindantes se encontraban sin ejecutar, no habiendo sido probado por la actora que la Administración licite la ejecución de obras parcialmente ejecutadas por aquella.

· Sentencia de 18 de febrero de 2009 (JUR/2009/128619). Improcedencia de abono de intereses de demora en los supuestos de no cumplimiento de los principios de concurrencia, igualdad y transparencia en el proceso de selección del contratista.


Dictada con motivo del recurso de casación interpuesto contra STAN pronunciada en recurso contra la denegación por silencio administrativo de la reclamación de intereses de demora sobre la cantidad abonada como consecuencia de las obras realizadas para la necesaria modificación de instalaciones y servicios de la Dirección General de Tráfico afectadas por las obras efectuadas en la Autovía Utiel-Valencia. La suma abonada por las obras se elevó a 454.229 euros y la reclamada en concepto de intereses a 251.733 euros.


La cuestión controvertida radica en determinar si procedía o no el abono de intereses sobre la cantidad ya abonada a la entidad recurrente que reconoció haber percibido el importe adeudado por las obras el día 9 de septiembre de 1999.


La actora fundamenta su pretensión en que existe constancia en el expediente administrativo del certificado del director de obra de su ejecución y que a pesar de ello no se produjo el abono de la certificación hasta el 13 de septiembre de 1999, contraviniendo lo preceptuado en el articulo 47 LCE que obligaba a satisfacer el importe de las certificaciones dentro de los tres meses siguientes a la fecha de las certificaciones. 


A juicio de la Sala lo único que reconoció la Administración fue la realización efectiva de las obras y que se habían realizado de conformidad, pero junto a ello se certificó que en el proyecto no existían precios ni unidades de obra y que las mismas se adjudicaron directamente a la recurrente. Como consecuencia  de ello considera que no es de aplicación el meritado articulo 47 LCE “dado que no hubo contrato, el artículo se refiere al contratista, condición que no posee la recurrente y la Administración no demoró el pago de certificaciones, sino que lo que se produjo fue el abono de una cantidad adeudada que se saldó como pago único, y sobre la cual la única disputa posible era si la cantidad abonada era o no correcta de acuerdo con la obra efectuada”.


Por todo ello desestima el recurso interpuesto, recordando la doctrina manifestada en la STS de 24 de octubre de 2005 por la que el derecho a percibir intereses surge de un procedimiento selectivo de acuerdo con los principios de concurrencia, transparencia en las actuaciones administrativas, circunstancias éstas no acreditadas en el expediente administrativo. Debe evitarse el enriquecimiento injusto de la Administración por obras que han sido efectivamente realizadas pero la empresa ejecutora no puede beneficiarse de los intereses que admite la legislación administrativa en materia de contratación cuando aquella no ha sido respetada. 

2.  Tribunales Superiores de Justicia   (TSJ).-

CASTILLA Y LEÓN: 

· STJ de 2 de diciembre de 2008 (JUR/20009/103383). Gestión de servicio     público. Horario de cierre de bar instalado en centro cultural municipal.


Sentencia dictada con motivo del Recurso interpuesto contra el acuerdo del Pleno del Ayuntamiento de Mucientes (Valladolid) que estimó en parte la petición de la adjudicataria del contrato de gestión del centro de cultura y explotación del bar propiedad de dicho Ayuntamiento y estableció que el horario de apertura del bar fuera a las 12 horas sin exclusión alguna y el horario de cierre a las 22 horas.


La cuestión controvertida consistía en determinar el contenido de la cláusula cuarta del meritado contrato que establecía “el horario de apertura y cierre tanto de las instalaciones del Centro de Cultura como del bar será de las 12 horas a la de cierre establecida por la legislación vigente para este tipo de locales sin excepción alguna todos los días de la semana”. La actora consideraba que según Resolución del Delegado Territorial de La Junta de Castilla y León el horario de cierre de “cafés, bares y cafeterías” es a las 2.00. 2.3 y  3.00 horas.


A juicio de la Sala, del pliego de condiciones administrativas particulares y del contrato se deduce que su objeto consiste en la gestión del centro de cultura y del bar existente en el mismo, así como del mantenimiento y limpieza de las instalaciones, y como consecuencia de ello la mencionada cláusula cuarta debe interpretarse considerando que el bar se encuentra situado en el interior del Centro de Cultura del que forma parte integrante, realizando una gestión unitaria del mismo, por lo que debe ser equiparado con la categoría “ Salas de Juventud” con horario de cierre a las 22.00 horas salvo las vísperas de festivos a las 23.30 horas”.

EXTREMADURA:

· STJ de 17 de diciembre de 2008: Resolución de contrato de obra pública: Inclusión de acopio de materiales en liquidación.


Sentencia dictada con motivo de recurso de apelación contra Sentencia del Juzgado de lo contencioso administrativo num. 2 de Cáceres por la que se estima parcialmente la pretensión de la demandante, incluyendo en la liquidación practicada por el Consejo Rector del Instituto Municipal de Deportes del Ayuntamiento de Cáceres por resolución de contrato, el importe de 63.504 euros por acopio de material.


El mencionado Consejo Rector con fecha 29 de marzo de 2007 acordó la resolución del contrato suscrito por dicho organismo municipal y una empresa constructora par la ejecución de obras de cerramiento de diversas instalaciones deportivas, incluyendo una liquidación por importe de 36.160 euros a favor del contratista en concepto de obras realizadas y 6% de las obras dejadas de ejecutar en concepto de beneficio industrial. La Sentencia recurrida incluye como concepto indemnizatorio el acopio de materiales, en virtud del articulo 113.3 TRLCAP. La cuestión controvertida radica  en el alcance de la expresión “acopio situado a pie de obra”.


La Sala considera que la expresión “a pie de obra” no debe ser interpretada literalmente, incluyendo  todos los materiales encargados por el contratista para la obra y que se encuentren a su disposición, en concordancia con el articulo 155.1, b) TRLCAP. El hecho de que los materiales no hayan sido pagados por el contratista no impide reconocer que fueran encargados con la exclusiva finalidad de servir para el contrato administrativo, siendo lógico que cuando obtenga el importe de la corporación local abone su precio al vendedor, debiendo ponerse los materiales a disposición de la entidad local.

MADRID:

· STJ de 1 de diciembre de 2008 ( JUR / 2009/103577). Resolución de contrato por incumplimiento de obligaciones esenciales del contratista.


Dictada en recurso de apelación contra St. del Juzgado de lo contencioso administrativo de Madrid contra  resolución presunta por silencio administrativo del recurso de reposición interpuesto contra resolución de la Directora Gerente del Ente Público  Hospital de Fuenlabrada  por la que se acuerda resolver un contrato administrativo de suministro  de lencería y vestuario destinado a dicho hospital, con incautación de fianza definitiva.


Queda acreditado en el expediente que la adjudicataria incurrió en numerosos incumplimientos que afectaban al objeto del contrato de suministro en especial el plazo de entrega y las características técnicas de las prendas suministradas. El punto 4 del anexo I del pliego de cláusulas administrativas particulares establecía que” las recepciones parciales se realizarían según necesidades y peticiones del hospital”, y la puesta en funcionamiento del hospital demandaba la pronta ejecución del contrato. Asimismo queda acreditado que el contratista conocía el descontento de la Administración, a través de la recepción de numerosos email y del envío de dos escritos por parte del Director económico del Hospital en la que se ponía en su conocimiento los incumplimientos.


El contrato de suministro no ha sido ejecutado en los términos convenidos, como consecuencia de los retrasos en la entrega y las deficiencias en un numero significativo de ellas,  siendo tales incumplimientos calificables como obligaciones esenciales del contratista, constituyendo causa suficiente para la resolución del contrato.

· STJ de 10 de diciembre de 2008 (JUR/1050/2008).  Dies a quem para el cómputo del plazo de devengo de interés de demora en el abono de 
certificación final de obra.


Dictada en virtud de recurso contencioso administrativo interpuesto por la empresa DRAGADOS SA contra la resolución de la Subsecretaria del  Ministerio de Justicia que desestima la solicitud de abono de 18.824, 80 euros por intereses de demora derivados de la certificación final de la ejecución del contrato de obras de Nuevo Edificio de Juzgados de Toledo, adjudicado en Noviembre de 2002. Las obras se recepcionaron el 7.7.05 y su certificación final el 12.7.2005, no presentándose la documentación necesaria ante la Subdirección General de Obras y Patrimonio del Ministerio hasta el 13.12.2005 y efectuándose el pago el 30.12.2005.


Para la resolución impugnada la fecha del inicio del cómputo de plazos a efectos de devengo de intereses de demora debía ser la presentación efectiva de la documentación completa y no la de la fecha de la certificación. Por su parte la actora considera que la interpretación conjunta de los artículos 147.1 y 99.4 del TRLCAP concede a la Administración cuatro meses de carencia como máximo para abonar la certificación final de obra: dentro de los dos meses después de la recepción de las obras debe aprobar la certificación y posteriormente cuenta con otros dos meses para proceder a su abono.


La Sala desestima el recurso interpuesto por considerar que si bien las certificaciones de las obras se elaboran y formalizan por la dirección que nombra la Administración, como contrapartida es necesario que la contratista cumplimente puntualmente su obligación de presentación al cobro de las certificaciones y facturas, de forma que si tarda en presentarlas está hurtando a la Administración la posibilidad de abono en plazo. En el supuesto enjuiciado una vez recibidas las obras y emitida en plazo la certificación final de obra no se presento al cobro  hasta el 13.12.05, siendo abonada a los 17 días, de manera que entre la aprobación de la certificación y la presentación al cobro transcurrieron cinco meses de lo que solo resulta responsable la contratista, sin causa justificada.

· STJ de 11 de diciembre de 2008 (JUR/1041/2008). Inexistencia de recepción 
formal de las obras. Producción de la recepción provisional y definitiva de 
forma tácita. Devolución del aval


Dictada con motivo de recurso contencioso administrativo interpuesto contra inactividad de la Dirección General de Obras Hidráulicas y Calidad de las Aguas del Ministerio de Medio Ambiente de cumplir sus obligaciones legales y contractuales y de proceder a la recepción definitiva de las obras de encauzamento de diversas ramblas y cruce de la acequia de la puerta de Murcia en el canal del embalse de Santomera  y de devolución del aval presentado en su momento.


La recepción provisional de la obra tuvo lugar el día 30 de mayo de 1995, siendo la garantía de un año, y la definitiva el día 20 de septiembre de 2007, tras requerimiento realizado por el contratista. 


La Sentencia comentada estima las pretensiones de la actora, dado que en virtud del artículo 55 LCE resulta obligatorio para la Administración proceder a la recepción definitiva de la obra transcurrido un mes del cumplimiento del plazo de garantía de la misma. La recepción provisional y definitiva se produce de forma tácita cuando las obras son recibidas de facto y sin embargo no se procede a la recepción formal de las mismas. Asimismo en virtud del  artículo 120.1 LCE el contratista tiene derecho a la devolución de la fianza definitiva en el plazo improrrogable de tres meses, por lo que la Administración debe indemnizar a la contratista de los perjuicios que la demora hubiere ocasionado, desde 16 meses después que la Administración hubiere realizado la recepción provisional (1 año y un mes después de la recepción provisional para llevar a efecto la recepción definitiva y 3 meses más para la devolución).

III)   OTROS DOCUMENTOS RELEVANTES.-

1.  Informes y Dictámenes de la Junta Consultiva de Contratación Administrativa del Ministerio de Economía y Hacienda.-

· Informe 15/08, de 2 de diciembre de 2008. 

Determinación de si un Ayuntamiento puede o no celebrar un convenio con una sociedad en cuyo capital, íntegramente público, participa junto con otras entidades locales, y cuyo objeto parcial sería la ejecución de una obra pública de titularidad municipal por parte de la sociedad, con aportación de la financiación correspondiente.

· Informe 26/08, de 2 de diciembre de 2008. 

Determinación de en qué supuestos debe considerarse que cuando la Ley de Contratos del Sector Público habla de precio, importe, valor estimado o cual-quiera de los distintos conceptos similares que utiliza para aludir al aspecto cuantitativo de los con-tratos, incluye la cuota por el Impuesto sobre el Valor Añadido y en qué supuestos no.

· Informe 28/08, de 2 de diciembre de 2008. 

Capacidad de la Administración para prorrogar los contratos de servicios según los artículos 23.2 y 279 de la Ley de Contratos del Sector Público.

· Informe 29/08, de 2 de diciembre de 2008. 

Posibilidad de si la ejecución de diversos proyectos relacionados entre si a ejecutar en una misma finca pueden ser contratados de forma conjunta y, en tal sentido, adjudicados a un mismo contratista.

· Informe 30/08, de 2 de diciembre de 2008. 

Determinación de si la solicitud formulada por uno de los licitadores en un procedimiento de adjudicación de un contrato en el sentido de que sea desechada su proposición por haber incurrido en error o inconsistencia debe ser necesariamente admitida por la Mesa de Contratación, aún cuando hubiese admitido como plenamente válida previamente la oferta. Consideración si la alegación de error al formularla debe considerarse siempre como causa justificada para la retirada de la proposición.

· Informe 39/08, de 2 de diciembre de 2008. 

Determinación de la validez del documento formulario que figura en el expediente, que no fue solicitado por el ayuntamiento o la mercantil suiza. Determinación de la jurisdicción competente.

· Informe 41/08, de 2 de diciembre de 2008. 

Redacción de proyectos. Innecesariedad de visado de colegios profesionales y no vinculación del precio a tarifas oficiales.

· Informe 42/08, de 2 de diciembre de 2008. 

Determinación del destinatario de un servicio de recaudación establecido en el pliego de cláusulas por el que se rige la adjudicación de un servicio de abastecimiento de aguas.

· Informe 50/08, de 2 de diciembre de 2008. 

Determinación de cuáles son los conceptos particulares que deben considerarse incluidos en los genéricos “gastos generales” y “beneficio industrial.

· Informe 52/08, de 2 de diciembre de 2008. 

Incompatibilidad de la condición de concejal electo del Ayuntamiento con la de administrador de la compañía que suministra la energía eléctrica a dicho Ayuntamiento. Abono de las facturas emitidas hasta el nombramiento del concejal.

· Informe 62/08, de 2 de diciembre de 2008. 

Determinación de si la presentación de las proposiciones contractuales en la licitación pública del contrato de servicios para el mantenimiento de las instalaciones de una estación depuradora de aguas residuales cuando se prevé la valoración de las ofertas en dos fases (valoración de las documentaciones técnicas en primer lugar y del precio, en segundo), debe hacerse de forma que se mantenga el secreto de la oferta económica en sentido estricto, es decir del precio, hasta el momento previsto en los pliegos para la apertura del mismo.

· Informe 70/08, de 2 de diciembre de 2008. 

Cumplimiento a lo establecido en la disposición adicional primera del Reglamento General de la Ley de Contratos de las Administraciones Públicas, aprobado por Real Decreto 1098/2001, de 12 de octubre, que dispone que los proyectos de disposiciones que se tramiten por los departamentos ministeriales que tengan por objeto la regulación de materia de contratación administrativa deberán ser informadas previamente a su aprobación por la Junta Consultiva de Contratación Administrativa.

· Informe 74/08, de 2 de diciembre de 2008. 

Determinación si la Federación de Organismos o Entidades de Radio y Televisión Autonómicos se encuentra incluida en el ámbito subjetivo de la Ley 30/2007, de 30 de Octubre, de Contratos del Sector Público y en qué concepto. Competencia para resolver el recurso especial en materia de contratación previsto en el artículo 37 de la mencionada Ley.  

· Informe 59/07, de 29 de enero de 2009. 

Régimen de aplicación de las condiciones de mantenimiento de bienes objeto de un contrato de suministro.

· Informe 65/07, de 29 de enero de 2009. 

Consideración de medio propio de un Ayuntamiento y de sus organismos autónomos de una sociedad municipal y procedimiento de encomienda de gestión.

· Informe 09/08, de 29 de enero de 2009. 

Forma de practicar la revisión de precios en los contratos de obras respecto del importe que represente el adicional de liquidación.

· Informe 25/08, de 29 de enero de 2009. 

Régimen jurídico aplicable a los procedimientos y formas de adjudicación de los contratos patrimoniales celebrados por una entidad local.

· Informe 40/08, de 29 de enero de 2009. 

Determinación de si una vez adjudicado un contrato administrativo es susceptible de suspenderse la ejecución del mismo a solicitud del adjudicatario.

· Informe 45/08, de 29 de enero de 2009. 

Medidas a adoptar para proceder a la ejecución de una sentencia.

· Informe 48/08, de 29 de enero de 2009. 

Dudas respecto a qué recursos se pueden interponer en la adjudicación provisional en los contratos de regulación no armonizada.

· Informe 49/08, de 29 de enero de 2009. 

Consulta sobre si el personal eventual de libre designación puede formar parte de las Mesas de contratación y actuar en funciones de asesoramiento técnico de las mismas.

· Informe 53/08, de 29 de enero de 2009. 

Medidas que contribuyan y fomenten la integración de personas discapacitadas.

· Informe 76/08, de 29 de enero de 2009. 

Cauce adecuado para solicitar informes a la Junta Consultiva de Contratación Administrativa. Falta de legitimación de un colegio profesional de ámbito autonómico.

· Informe 02/09, de 29 de enero de 2009. 

Proyecto de orden ministerial por la que se modifican las listas de entidades contratantes que figuran en la disposición adicional segunda de la Ley 31/2007, de 30 de octubre, sobre procedimientos de contratación en los sectores del agua, la energía, los transportes y los servicios postales.

2.  Informes y Dictámenes de los órganos de las Comunidades Autónomas.-

C)
Galicia


Órgano:   Junta Consultiva de Contratación Administrativa.

· Informe 8/2008, de 30 de enero de 2009. 

Definición de la expresión “prezo primitivo do contrato” del artículo 160 del Reglamento General de la Ley de Contratos de las Administraciones Públicas y 217.3 de la Ley de Contratos del Sector Público. Tramitación de la certificación final. 

· Informe 9/2008 de 30 de enero de 2009.

Consulta sobre la procedencia de acto de apertura pública en los procedimientos negociados sin publicidad. 

D)
Andalucía

Órgano:   Comisión Consultiva de Contratación Administrativa.

· Informe 19/2008, de 27 de noviembre.

Sobre sujeción de una Asociación a la Ley de Contratos del Sector Público. 

· Informe 13/2008, de 22 de diciembre.

Sobre capacidad de EGMASA para ser medio propio instrumental de las entidades locales.

· Recomendación 22/2008, de 22 diciembre de 2008.

Sobre los pliegos de cláusulas administrativas particulares que los Ayuntamientos y Diputaciones podrán utilizar para la contratación de las obras financiadas mediante el Programa de Transición al Empleo de la Junta de Andalucía (PROTEJA) aprobado por el Decreto-ley 2/2008, de 9 de diciembre. 

· Informe 1/2009, de 6 de febrero. 

Sobre la exigencia de clasificación en los contratos de obras establecida en la disposición adicional sexta del Real Decreto-ley 9/2008, de 28 de noviembre. 

· Recomendación 1/2009, de 6 de febrero.

Sobre los pliegos de cláusulas administrativas particulares que los Ayuntamientos y Diputaciones podrán utilizar para la contratación de las obras financiadas mediante el Programa de Transición al Empleo de la Junta de Andalucía (PROTEJA) aprobado por el Decreto-ley 2/2008, de 9 de diciembre. 

J)
Aragón

Órgano:   Junta Consultiva de Contratación Administrativa.

· Informe 1/2009, de 11 de marzo

Pliegos Tipo de Cláusulas Administrativas Particulares aplicables a los contratos privados de patrocinio en eventos deportivos. 

· Informe 2/2009, de 11 de marzo.

Consideraciones en relación con los criterios de adjudicación del Real Decreto Ley 9/2008 de 28 de noviembre, por el que se crean un Fondo Estatal de Inversión Local y un Fondo Especial del Estado para la Dinamización de la Economía y el Empleo y se aprueban créditos extraordinarios para atender a su financiación.  

O)
Islas Baleares

Órgano:   Junta Consultiva de Contratación Administrativa.

· Informe 4/08, de 17 de desembre de 2008 

Prohibicions de contractar. Aplicabilitat de l'article 49.1 f de la Llei de contractes del sector públic.

· Informe 5/08, de 17 de desembre de 2008 

Abast de la subjecció de l'Institut Balear de l'Habitatge (IBAVI) a la Llei de contractes del sector públic.

· Informe 7/08, de 17 de desembre de 2008 

Qualificació de contractes. Manca de legitimació per sol·licitar l'informe.

· Informe 8/08, de 29 de gener de 2009 

Convenis. Contractes de serveis. Manca de competència per emetre l'informe.

· Informe 9/08, de 31 de març de 2009 

Prohibicions de contractar. Extensió de la prohibició de l'article 49.1 f de la Llei de contractes del sector públic a les persones jurídiques. Especial referència als consells insulars.    

· Informe 12/08, de 17 de març de 2009. 

Contracte de concessió d'obres públiques. Obres complementàries. Capacitat i solvència de la societat concessionària.

P)
Madrid

Órgano:   Junta Consultiva de Contratación Administrativa.

· Acuerdo 1/2009, de 6 de marzo.

Por el que se da cuenta a la Comisión Permanente de la suspensión temporal de la inscripción en el Registro de Licitadores de la empresa Promodico, S.L.U., por estar incursa en prohibición de contratar.

· Acuerdo 2/2009, de 6 de marzo.

Por el que se da cuenta a la Comisión Permanente de la suspensión temporal de la inscripción en el Registro de Licitadores de la empresa Professional Interservices, S.A., por estar incursa en prohibición de contratar. 

· Acuerdo 3/2009, de 6 de marzo de 2009.

Por el que se informa favorablemente el modelo de pliego de cláusulas administrativas particulares de acuerdo marco para suministro.
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